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MT-1350-2 – 25671 del 02 de junio de 2006 
 
Bogotá, 
 
Señor 
ROBERT CLERX 
robcx@hotmail.com 
 
Asunto:    Tránsito 
                Ayudas tecnológicas  
                               �
En atención al email de fecha 22 de mayo de 2006, relacionado con las 
ayudas tecnológicas   y de acuerdo con lo señalado en el artículo 25 del 
Código Contencioso Administrativo, le informo lo siguiente: 
 
La Corte Constitucional mediante Sentencia C-530 del 3 de julio de 2003, 
Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre Lynett, se pronunció 
declarando exequible el parágrafo 2º del artículo 129 y los dos primeros 
incisos del artículo 137 de la Ley 769 de 2002, con base en las siguientes 
consideraciones: 
 
“Debido proceso y uso de tecnología e imposición de comparendo a 
conductores y propietarios de los vehículos. 
 
11.- En primer lugar la Corte estudiará la parte final del inciso 1º del artículo 
129 de la ley 769 de 2002, que se refiere a la notificación de la infracción al 
propietario del vehículo y a las ayudas tecnológicas como forma para recaudar 
pruebas de las infracciones. En el análisis de este último punto incluirá el 
estudio del artículo 137 (tres primeros incisos) por tratarse de un asunto similar. 
 
Uno de los demandantes considera que es inconstitucional que la ley atribuya 
la responsabilidad por una infracción de tránsito al propietario del vehículo. De 
otro lado, alega que la elaboración de órdenes de comparendo con base en 
grabaciones de vídeo o equipos electrónicos impide el derecho a la defensa de 
los presuntos infractores. Por su parte, los intervinientes estiman que los 
procedimientos establecidos por la ley cuentan con diversas etapas y 
mecanismos que permiten al infractor ejercer sus derechos de defensa y 
contradicción. Para el Ministerio Público, el propietario del vehículo puede ser 
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responsable pero sólo si se desconoce la identidad del conductor. Considera 
también que se ajusta a la Constitución la utilización de grabaciones de vídeo 
como base para elaborar comparendos. 
 
De acuerdo con lo anterior, debe la Corte determinar si las normas 
efectivamente implican que la responsabilidad por infracción de tránsito puede 
atribuirse al propietario del vehículo directamente y en cualquier circunstancia, 
y si eso es así, deberá esta Corporación examinar si dicha regulación se ajusta 
o no al debido proceso. De otro lado, este Tribunal deberá estudiar si la 
elaboración de órdenes de  comparendo con base en grabaciones de vídeo o 
equipos electrónicos impide el derecho a la defensa de los presuntos 
infractores y de los propietarios de los vehículos. 
 
12.- El artículo 129 parcialmente acusado establece que la notificación de un 
informe por infracción de tránsito al último propietario registrado, sólo procede 
si no es posible identificar o notificar al conductor. El objeto de tal notificación 
es que sean rendidos los descargos del caso, pues de lo contrario, la sanción 
será impuesta al propietario del vehículo. En el proceso de  identificación del 
vehículo y del conductor, es aceptado el uso de ayudas tecnológicas como 
medios de prueba. Lo dispuesto en el artículo 137 es similar. 
 
Del texto del artículo 129 de la ley acusada no se sigue directamente la 
responsabilidad del propietario, pues éste será notificado de la infracción de 
tránsito sólo si no es posible identificar o notificar al conductor. La notificación 
tiene como fin asegurar su derecho a la defensa en el proceso, pues así tendrá 
la oportunidad de rendir sus descargos. Así, la notificación prevista en este 
artículo no viola el derecho al debido proceso de conductores o propietarios. 
Por el contrario, esa regulación busca que el propietario del vehículo se 
defienda en el proceso y pueda tomar las medidas pertinentes para aclarar la 
situación. Además, el parágrafo 1º del artículo 129 establece que las multas no 
serán impuestas a persona distinta de quien cometió la infracción. Esta regla 
general debe ser la guía en el entendimiento del aparte acusado, pues el 
legislador previó distintas formas de hacer comparecer al conductor y de avisar 
al propietario del vehículo sobre la infracción, para que pueda desvirtuar los 
hechos. Lo anterior proscribe cualquier forma de responsabilidad objetiva que 
pudiera predicarse del propietario como pasará a demostrarse. 
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Aunque del texto del artículo 129 de la ley acusada no se sigue directamente la 
responsabilidad del propietario, pues éste será notificado de la infracción de 
tránsito sólo si no es posible identificar o notificar al conductor, podría pensarse 
que dicha notificación hace responsable automáticamente al dueño del 
vehículo. Pero cabe anotar que la notificación busca que el propietario del 
vehículo se defienda en el proceso y pueda tomar las medidas pertinentes para 
aclarar la situación. Con todo, esta situación no podrá presentarse a menos 
que las autoridades hayan intentado, por todos los medios posibles, identificar 
y notificar al conductor, pues lo contrario implicaría no sólo permitir que las 
autoridades evadan su obligación de identificar al real infractor, sino que haría 
responsable al propietario, a pesar de que no haya tenido ninguna participación 
en la infracción. Ello implicaría la aplicación de una forma de responsabilidad 
objetiva que, en el derecho sancionatorio está proscrita por nuestra 
Constitución (CP art. 29). 
 
13- Una situación similar fue estudiada por esta Corte en la sentencia C-808 de 
2002, en la cual se pronunció sobre las pruebas de ADN en los procesos de 
filiación, y las consecuencias de la contumacia. Manifestó en aquella 
oportunidad esta Corporación lo siguiente: 
 

“(L)a renuencia de los interesados a la práctica de la prueba sólo se 
puede tomar como indicio en contra, pero jamás como prueba suficiente o 
excluyente para declarar sin más la paternidad o maternidad que se les 
imputa a ellos.  Es decir, acatando el principio de la necesidad de la 
prueba el juez deberá acopiar todos los medios de convicción posibles, 
para luego [...] tomar la decisión que corresponda reconociendo el mérito 
probatorio de cada medio en particular, y de todos en conjunto, en la 
esfera del principio de la unidad de la prueba, conforme al cual: 
 
‘(...) el conjunto probatorio del  juicio forma una unidad, y que, como tal, 
debe ser examinado y apreciado por el juez, para confrontar las diversas 
pruebas, puntualizar su concordancia o discordancia y concluir sobre el 
convencimiento que de ellas globalmente se forme’”1. (subrayado no 
original) 

 

������������������������������������������������������
1 Hernando Devis Echandía, Teoría General de la Prueba Judicial, tomo 1, 5ª ed., 1995, Editorial ABC, pág. 117. 
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Una aplicación del argumento anterior en el caso bajo examen lleva a concluir 
que la inasistencia del propietario a la citación no puede generar, por sí misma, 
la imposición de la sanción, pues es requerido un mínimo probatorio para que 
la autoridad de tránsito pueda sancionar. Por ello el aparte final del inciso 
primero del artículo 129 será declarado inexequible, pues establece que la no 
concurrencia del propietario es suficiente para que se le imponga la sanción. 
 
14- Con todo, puede proceder la notificación al propietario si las autoridades 
han reunido elementos de juicio suficientes para inferir su responsabilidad en 
los hechos. Por tanto la constitucionalidad del aparte que establece la 
notificación al último propietario registrado del vehículo, cuando no fuere viable 
identificar al conductor, se da en el entendido de  que el propietario sólo será 
llamado a descargos, cuando existan elementos probatorios que permitan 
inferir que probablemente es el responsable de la infracción. 
 
Ello se sigue de la previsión hecha por el legislador en la cual existen distintas 
formas de hacer comparecer al conductor y de avisar al propietario del vehículo 
sobre la infracción para que pueda desvirtuar los hechos. En cuanto al tercer 
inciso del artículo 137, en caso de que el citado no se presentare a rendir 
descargos ni solicitare pruebas que desvirtúen la comisión de la infracción, la 
sanción se registrará a su cargo, sólo cuando la administración haya agotado 
todos los medios a su alcance para hacerlo comparecer; además, cuando el 
propietario no coincida con el conductor, esa citación no implica vinculación 
alguna. Así mismo, deberá entenderse que la sanción sólo puede imponerse 
cuando aparezca plenamente probado que el citado es el infractor. 
 
Estas precisiones son necesarias para garantizar el derecho al debido proceso 
de los inculpados, protegido por el parágrafo 1º del artículo 137, que enfatiza 
su derecho a la defensa a través de mecanismos que permitan esclarecer los 
hechos de la mejor manera. 
 
15.- Justamente en ese sentido es que el Código Nacional de tránsito terrestre 
permite el uso de ayudas tecnológicas para identificar a los vehículos y a los 
conductores. A pesar de que no se trate de medios clásicos de prueba, no 
pueden ser eliminados de estos procesos, pues pueden ser también la forma 
en que se estructure la defensa de quien sea inculpado erróneamente. Aunque 
para los actores, el uso de esos medios tecnológicos puede violar el derecho a 
la defensa, debido a la posibilidad de alteración de la prueba, el procedimiento 



�

����������	
�	�����
����	

� � � � � ��	 
 �� � �� 
 �
 � � �
 	

�
	

�

� � � � �� 
 �� ��� 
 �
 � 
 �� � � ���� �� �� �� ��
 �� � �� �
 � � � 
 ��� ���� � � ���  ! " # " " ���$ ��� �%%& & & '� �� ��
 � � � 
 ��� '( 
 � '	 
 �

previsto para estas situaciones contempla oportunidades en las cuales el 
conductor o el propietario del vehículo pueden defenderse. Así, si la prueba 
resulta falsa, podría el inculpado interponer los recursos pertinentes, razón por 
la cual no es violatoria del debido proceso la admisión de estos medios de 
prueba. Además, estas ayudas tecnológicas pretenden otorgar mayor certeza 
en el proceso de identificación de vehículos y conductores, lo cual resulta 
apropiado a fin de restringir al máximo la posibilidad de errores en la 
determinación de los inculpados e infractores. De otro lado, esta norma 
también pretende sancionar a los infractores de la manera más eficiente 
posible. Por ello el cargo presentado no prospera”. 
 
El artículo 2º del Nuevo Código Nacional de Tránsito Terrestre, establece  
las siguientes definiciones: 
 
Comparendo: Orden formal de notificación para que el presunto 
contraventor o implicado se presente ante la autoridad de tránsito por la 
comisión de una infracción. 
 
Infracción: Transgresión o violación de una norma de tránsito. Habrá dos 
tipos de infracciones simple y compleja. Será compleja si se produce un 
daño material. 
 
De otra parte, el parágrafo 2 del artículo 129 del Código Nacional de 
Tránsito – Ley 769 de 2002 establece: “Las ayudas tecnológicas como 
cámaras de video y equipos electrónicos de lectura que permitan con 
precisión la identificación del vehículo o del conductor serán válidos como 
prueba de ocurrencia de una infracción de tránsito y por lo tanto darán 
lugar a la imposición de un comparendo”. (Subrayado fuera de texto). 
 
Visto lo anterior, considera este Despacho que los equipos técnicos 
denominados videos son ayudas  mediante las cuales se puede establecer 
que un conductor por ejemplo a sobrepasado los límites de velocidad 
establecidos en el citado Código de Tránsito, la autoridad competente 
impondrá el respectivo comparendo y el infractor podrá optar por aceptar la 
comisión de la infracción o comparecer ante el funcionario en audiencia 
pública para que éste decrete las pruebas conducentes que le sean 
solicitadas y las de oficio que considere útiles, con el fin de adoptar la 
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decisión administrativa pertinente, esto es, sancionando o absolviendo al 
inculpado 
 
Es preciso señalar que lo revelante en esta ayudas tecnológicas de lectura                
es que se pueda identificar el conductor o el vehículo con el que cometió la 
infracción. 
 
El artículo 7 del citado Código Nacional de Tránsito Terrestre estipula en el 
párrafo 2°: “Las autoridades de tránsito podrán delegar en entidades 
privadas el aporte de pruebas de infracciones de tránsito, el recaudo de las 
multas correspondientes, la tramitación de especies venales y todos los 
trámites previstos en las normas legales y reglamentarias; salvo la 
valoración de dichas pruebas”.  
 
Teniendo en cuenta lo anteriormente señalado, el Ministerio de Transporte 
no tiene ingerencia en este tema, debe dirigirse a los organismos de 
tránsito de país quienes como autoridades de tránsito pueden contratar con 
una empresa privada el aporte de las pruebas de infracciones de tránsito. 
En cuanto a la creación de la empresa  esta corresponde a la órbita del 
derecho privado, por lo tanto,  no podemos sugerirle ningún tipo de 
sociedad, solamente  que debe quedar totalmente claro el objeto social de 
la misma.  
 
Cordialmente,  
 
�
�

LEONARDO ÁLVAREZ CASALLAS 
Jefe de Oficina Asesora de Jurídica  
 
 


